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Patrimonio, capital, prima
Hernando Bermúdez Gómez

Las sociedades son un instrumento lleno de ventajas. La más notoria es la separación del 
patrimonio. Salvo algunos casos, como la colectiva y los socios colectivos en las 
sociedades comanditarias, los aportantes mantienen separado su patrimonio del que 
pertenece a la entidad receptora de sus aportes. Además, los controlantes del capital 
gobiernan también los activos y el pasivo, aunque el patrimonio sea un porcentaje muchas 
veces pequeño de aquellos. Hay leyes que determinan un monto mínimo de capital, otras 
que exigen que el capital siempre sea pagado y otras que fijan el monto de los activos o de 
los pasivos en relación con el patrimonio o del capital. En materia contable existen 
esquemas de cuentas que componen el patrimonio, pero también los hay que simplemente 
hablan del capital aportado (equity). Por regla general, todos los aportes se pueden 
negociar. Son poquísimos los casos en que son inversiones obligatorias. Por lo común, los 
aportes son negociables, mediante la cesión cuando de trata de derechos, mediante la venta 
cuando ellos están representados en títulos. El mercado de títulos se organiza a través de las 
bolsas de valores, que en su sentido moderno fueron originadas a principios del siglo XVII. 
Algunos países tienen varias bolsas algunas de ellas muy poderosas. Colombia es un país 
de una bolsa débil. En varios países se han instrumentado muchos caminos efectivos para 
las medianas y pequeñas empresas. Los privilegios vinculados al capital se pierden frente a 
la insolvencia, en la que los aportantes se convierten en deudores de última clase. A vía de 
ejemplo, la Ley 1116 de 2006 establece: “Una solicitud de inicio del proceso de 
reorganización podrá referirse simultáneamente a varios deudores vinculados entre sí por 
su carácter de matrices, controlantes o subordinados, o cuyos capitales estén integrados 
mayoritariamente por las mismas personas jurídicas o naturales, sea que estas obren 
directamente o por conducto de otras personas, o de patrimonios autónomos afectos a la 
realización de actividades empresariales que no tengan como efecto la personificación 
jurídica. Para tales efectos, no se requerirá que la situación de control haya sido 
declarada o inscrita previamente en el registro mercantil.” “Son ineficaces, sin necesidad 
de declaración judicial, las estipulaciones contractuales que tengan por objeto o finalidad 
impedir u obstaculizar directa o indirectamente el inicio de un proceso de reorganización, 
mediante la terminación anticipada de contratos, la aceleración de obligaciones, la 
imposición de restricciones y, en general, a través de cualquier clase de prohibiciones, 
solicitud de autorizaciones o imposición de efectos desfavorables para el deudor que sea 
admitido al proceso de reorganización previsto en esta ley. Así mismo, toda estipulación 
que impida o dificulte la participación del deudor en licitaciones públicas o privadas, en 
igualdad de circunstancias.” “A partir de la fecha de presentación de la solicitud, se 
prohíbe a los administradores la adopción de reformas estatutarias; la constitución y 
ejecución de garantías o cauciones que recaigan sobre bienes propios del deudor, 
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incluyendo fiducias mercantiles o encargos fiduciarios que tengan dicha finalidad; 
efectuar compensaciones, pagos, arreglos, desistimientos, allanamientos, terminaciones 
unilaterales o de mutuo acuerdo de procesos en curso; conciliaciones o transacciones de 
ninguna clase de obligaciones a su cargo; ni efectuarse enajenaciones de bienes u 
operaciones que no correspondan al giro ordinario de los negocios del deudor o que se 
lleven a cabo sin sujeción a las limitaciones estatutarias aplicables, incluyendo las fiducias  
mercantiles y los encargos fiduciarios que tengan esa finalidad o encomienden o faculten 
al fiduciario en tal sentido; salvo que exista autorización previa, expresa y precisa del juez 
del concurso.” “Prevenir al deudor que, sin autorización del juez del concurso, no podrá 
realizar enajenaciones que no estén comprendidas en el giro ordinario de sus negocios, ni 
constituir cauciones sobre bienes del deudor, ni hacer pagos o arreglos relacionados con 
sus obligaciones, ni adoptar reformas estatutarias tratándose de personas jurídicas.” “1. 
Existen cinco (5) clases de acreedores, compuestas respectivamente por: (…) d) 
Acreedores internos (…)” “Cuando la situación de insolvencia o de liquidación judicial, 
haya sido producida por causa o con ocasión de las actuaciones que haya realizado la 
sociedad matriz o controlante en virtud de la subordinación y en interés de esta o de 
cualquiera de sus subordinadas y en contra del beneficio de la sociedad en reorganización 
o proceso de liquidación judicial, la matriz o controlante responderá en forma subsidiaria 
por las obligaciones de aquella. Se presumirá que la sociedad está en esa situación 
concursal, por las actuaciones derivadas del control, a menos que la matriz o controlante o  
sus vinculadas, según el caso, demuestren que esta fue ocasionada por una causa 
diferente.” “Durante el trámite del proceso de insolvencia podrá demandarse ante el Juez 
del concurso, la revocación o simulación de los siguientes actos o negocios realizados por 
el deudor cuando dichos actos hayan perjudicado a cualquiera de los acreedores o 
afectado el orden de prelación de los pagos y cuando los bienes que componen el 
patrimonio del deudor sean insuficientes para cubrir el total de los créditos reconocidos: 
—1. La extinción de las obligaciones, las daciones en pago y, en general, todo acto que 
implique transferencia, disposición, constitución o cancelación de gravámenes, limitación 
o desmembración del dominio de bienes del deudor, realizados en detrimento de su 
patrimonio, o contratos de arrendamiento o comodato que impidan el objeto del proceso, 
durante los dieciocho (18) meses anteriores al inicio del proceso de reorganización, o del 
proceso de liquidación judicial, cuando no aparezca que el adquirente, arrendatario o 
comodatario, obró de buena fe. ―2. Todo acto a título gratuito celebrado dentro de los 
veinticuatro (24) meses anteriores al inicio del proceso de reorganización o del proceso de 
liquidación judicial. —3. Las reformas estatutarias acordadas de manera voluntaria por 
los socios, solemnizadas e inscritas en el registro mercantil dentro de los seis (6) meses 
anteriores al inicio del proceso de reorganización, o del proceso de liquidación judicial, 
cuando ellas disminuyan el patrimonio del deudor, en perjuicio de los acreedores, o 
modifiquen el régimen de responsabilidad de los asociados. (…)” “Cuando la prenda 
común de los acreedores sea desmejorada con ocasión de conductas, dolosas o culposas de  
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los socios, administradores, revisores fiscales, y empleados, los mismos serán responsables  
civilmente del pago del faltante del pasivo externo. (…)” En la Ley 1258 de 2008 se 
establece: “Artículo 42. Desestimación de la personalidad jurídica. Cuando se utilice la 
sociedad por acciones simplificada en fraude a la ley o en perjuicio de terceros, los 
accionistas y los administradores que hubieren realizado, participado o facilitado los actos  
defraudatorios, responderán solidariamente por las obligaciones nacidas de tales actos y 
por los perjuicios causados. ―La declaratoria de nulidad de los actos defraudatorios se 
adelantará ante la Superintendencia de Sociedades, mediante el procedimiento verbal 
sumario. —La acción indemnizatoria a que haya lugar por los posibles perjuicios que se 
deriven de los actos defraudatorios será de competencia, a prevención, de la 
Superintendencia de Sociedades o de los jueces civiles del circuito especializados, y a falta  
de estos, por los civiles del circuito del domicilio del demandante, mediante el trámite del 
proceso verbal sumario. ―Artículo 43. Abuso del derecho. Los accionistas deberán ejercer  
el derecho de voto en el interés de la compañía. Se considerará abusivo el voto ejercido 
con el propósito de causar daño a la compañía o a otros accionistas o de obtener para sí o 
para una tercera ventaja injustificada, así como aquel voto del que pueda resultar un 
perjuicio para la compañía o para los otros accionistas. Quien abuse de sus derechos de 
accionista en las determinaciones adoptadas en la asamblea, responderá por los daños que  
ocasione, sin perjuicio que la Superintendencia de Sociedades pueda declarar la nulidad 
absoluta de la determinación adoptada, por la ilicitud del objeto. —La acción de nulidad 
absoluta y la de indemnización de perjuicios de la determinación respectiva podrán 
ejercerse tanto en los casos de abuso de mayoría, como en los de minoría y de paridad. El 
trámite correspondiente se adelantará ante la Superintendencia de Sociedades mediante el 
proceso verbal sumario.” En el Código General del Proceso se establece: “Artículo 24. 
Ejercicio de funciones jurisdiccionales por autoridades administrativas. Las autoridades 
administrativas a que se refiere este artículo ejercerán funciones jurisdiccionales conforme  
a las siguientes reglas: (…) 5. La Superintendencia de Sociedades tendrá facultades 
jurisdiccionales en materia societaria, referidas a: (…) d) La declaratoria de nulidad de 
los actos defraudatorios y la desestimación de la personalidad jurídica de las sociedades 
sometidas a su supervisión, cuando se utilice la sociedad en fraude a la ley o en perjuicio 
de terceros, los accionistas y los administradores que hubieren realizado, participado o 
facilitado los actos defraudatorios, responderán solidariamente por las obligaciones 
nacidas de tales actos y por los perjuicios causados. Así mismo, conocerá de la acción 
indemnizatoria a que haya lugar por los posibles perjuicios que se deriven de los actos 
defraudatorios. ―e) La declaratoria de nulidad absoluta de la determinación adoptada en 
abuso del derecho por ilicitud del objeto y la de indemnización de perjuicios, en los casos 
de abuso de mayoría, como en los de minoría y de paridad, cuando los accionistas no 
ejerzan su derecho a voto en interés de la compañía con el propósito de causar daño a la 
compañía o a otros accionistas o de obtener para sí o para un tercero ventaja injustificada,  
así como aquel voto del que pueda resultar un perjuicio para la compañía o para los otros 
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accionistas. (…)” En el Estatuto Tributario se lee: “ARTÍCULO 794-1. DESESTIMACIÓN 
DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA. <Artículo adicionado por el artículo 142 de la Ley 
1607 de 2012. El nuevo texto es el siguiente:> Cuando se utilice una o varias sociedades 
de cualquier tipo con el propósito de defraudar a la administración tributaria o de manera 
abusiva como mecanismo de evasión fiscal, el o los accionistas que hubiere realizado, 
participado o facilitado los actos de defraudación o abuso de la personalidad jurídica de 
la sociedad, responderán solidariamente ante la Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales por las obligaciones nacidas de tales actos y por los perjuicios causados. —La 
declaratoria de nulidad de los actos de defraudación o abuso, así como la acción de 
indemnización de los posibles perjuicios que se deriven de los actos respectivos serán de 
competencia de la Superintendencia de Sociedades, mediante el procedimiento verbal 
sumario. ―El Director Nacional de los Impuestos y Aduanas tendrá legitimación para 
iniciar la acción de que trata el presente artículo. Así mismo, podrá delegar en el 
funcionario o funcionarios de la DIAN que estime necesarios para que presenten la 
demanda correspondiente e impulsen el proceso mediante las actuaciones a que haya 
lugar. —En cualquier caso en que la DIAN tenga indicios de la existencia de una 
defraudación fiscal para la cual se hubiere empleado una o varias sociedades, solicitará y 
practicará las pruebas a que haya lugar, de manera tal que pueda iniciarse la demanda de 
desestimación de la personalidad jurídica correspondiente. Dichas pruebas pueden ser 
controvertidas por los contribuyentes en los plazos y dentro de los procedimientos 
establecidos en la ley para tal efecto. ―En los términos del artículo 590 del Código 
General del Proceso, admitida la demanda el Superintendente podrá decretar, de oficio o a  
petición de la DIAN, todas las medidas cautelares que considere pertinentes.” Respecto de 
la llamada prima en la emisión o colocación muchos países la tratan como un aporte 
distinto del capital, mientras otros la tratan como capital. Debería tenerse en cuenta la 
realidad económica, porque el precio puede corresponder a un valor razonable de los 
aportes en un momento dado. Es evidente que el tratamiento tributario es definitivo. En 
Colombia el Estatuto Tributario establece: “ARTICULO 36. PRIMA EN COLOCACIÓN 
DE ACCIONES O DE CUOTAS SOCIALES. <Artículo modificado por el artículo 91 de la 
Ley 1607 de 2012. El nuevo texto es el siguiente:> Para todos los efectos tributarios, el 
superávit de capital correspondiente a la prima en colocación de acciones o de cuotas 
sociales, según el caso, hace parte del aporte y, por tanto, estará sometido a las mismas 
reglas tributarias aplicables al capital, entre otras, integrará el costo fiscal respecto de las 
acciones o cuotas suscritas exclusivamente para quien la aporte y será reembolsable en los  
términos de la ley mercantil. Por lo tanto, la capitalización de la prima en colocación de 
acciones o cuotas no generará ingreso tributario ni dará lugar a costo fiscal de las 
acciones o cuotas emitidas.” Los movimientos que implican valorización del capital 
deberían ser reflejados contablemente.

Bogotá, agosto 23 de 2026.
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